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I.
CONTEXTO Y ANTECEDENTES

La creciente sensación de inseguridad que se expresa en las encuestas de opinión y victimización, que ubican a la seguridad como principal preocupación de los ciudadanos de los países de las Américas y los indicadores objetivos de delitos y criminalidad que reflejan las estadísticas, ocasionan una demanda creciente de orden interno. 

Conscientes de esta situación, los países de la región vienen implementando una serie de reformas e innovaciones en las instituciones policiales, en el sistema de justicia penal y en los sistemas penitenciarios, acompañados de una importante búsqueda por optimizar los mecanismos y procedimientos de prevención, contención y disuasión de la violencia, atención de población en riesgo o en conflicto con la ley.

Buscando la optimización de los componentes de la cadena de valor del bien público seguridad se evidencian necesidades en materia de capacitación y adiestramiento del personal especializado que desempeña funciones en los diversos niveles.

Por un lado, aquéllas relacionadas con las intervenciones de las instituciones policiales, durante la realización de las investigaciones previas, en los peritajes e investigaciones forenses, las investigaciones del ministerio público o fiscalías, las defensas públicas, los procesos judiciales en sí, el cumplimiento de la ejecución de la pena, los procesos de resocialización y rehabilitación de reclusos, entre otros, han derivado en indicadores que llaman la atención de autoridades y la sociedad en su conjunto. 

Por otro lado, la innovación tecnológica y los nuevos procesos de gestión pública que han sido incorporados al sector gubernamental de manera relativamente exitosa en otros sectores, no han permeado al sector de seguridad con el mismo impacto. Así, el sector seguridad  debe adecuar sus doctrinas a las innovaciones que trajeron las TICs y los procesos de la Nueva Gerencia Pública. 

Finalmente, la desarticulación de los pilares concurrentes (marco normativo, cultural, social, laboral y económico; procesos preventivos; mecanismos disuasivos; control y represión del delito y la violencia; investigación policial; investigación del ministerio público; proceso judicial; condena; ejecución de pena y sistema penitenciario; rehabilitación y resocialización) en las políticas de seguridad, dificulta la efectividad de la gestión. 

La idea de que, cualquiera sea la alternativa de solución seleccionada, ésta será de  largo plazo choca con las realidades políticas y sociales que reclaman resultados de corto y mediano plazo.

Son muchos los países e instituciones que han intentado, con mayor o menor éxito, soluciones a esta problemática. De tal manera, son muchas y muy buenas las lecciones aprendidas. Más aun, son numerosos los casos en que esas mejores prácticas han sido adaptadas y transferidas entre instituciones y países de la región, siendo el Plan Cuadrante tan sólo uno de esos ejemplos. Pero es quizá la capacitación, la formación de cuadros, el entrenamiento y el adiestramiento, el eje transversal que se presenta como factor común del intercambio de buenas prácticas.

Es así que la Secretaría General de la OEA, a pedido de sus Estados Miembros, presenta para su consideración y análisis el presente documento que contiene elementos adicionales y complementarios al Estudio de Factibilidad sobre las mejores formas para fortalecer en la región el entrenamiento y formación de personal con responsabilidad en materia de seguridad pública, presentado durante la Segunda Reunión de Ministros en materia de Seguridad Pública de las Américas en Santo Domingo, República Dominicana (2009). 

II.
OBJETIVOS

Elaborar un análisis de costo-eficiencia de diversas alternativas concebidas con el objeto de optimizar el entrenamiento y la formación del personal responsable del servicio público de seguridad, teniendo en cuenta modelos de gestión exitosos y lecciones aprendidas en los Estados Miembros de la OEA así como en otras regiones del mundo.

Se tuvieron en cuenta elementos tales como la necesidad de avanzar en el proceso de especialización de personal “civil” (no-policial) en la planificación, formulación, gestión, presupuestación, ejecución, gerenciamiento, monitoreo y evaluación e incluso supervisión administrativa y política de las políticas de seguridad. Las alternativas propuestas pretenden cubrir un espectro amplio de necesidades posibles, atendiendo no sólo las demandas de capacitación específica del personal policial, sino también las de otros actores concurrentes: el liderazgo político, parlamentarios (especialmente miembros de las comisiones de seguridad e inteligencia), sus respectivos asesores y funcionarios, academia, expertos, think-tanks, ONGs, centros de estudios especializados, partidos políticos, fiscales, jueces, funcionarios judiciales y fiscales, funcionarios penitenciarios, aduaneros, migratorios, e incluso funcionarios de otros ministerios y agencias que directa o indirectamente puedan contribuir al diseño e implementación de políticas en materia de seguridad.

En desarrollo del análisis de alternativas, se evidenció la necesidad de compilar y sistematizar casos, elaborar indicadores de gestión y construir una metodología que permita medir los impactos de las tácticas, operaciones, estrategias y políticas practicadas por diversos países con el objeto de socializar esos conocimientos empíricos y habilitar el mecanismo de replicabilidad. 

Para lograr tal fin se propone que cada actividad concluya con un informe elaborado por sus protagonistas (mentores, tutores, profesores, instructores, conferencistas y autoridades) que recopile y sistematice las experiencias para integrarse a una serie de cuadernos de trabajo de casos documentados que reflejen lecciones aprendidas y prácticas de gestión de la seguridad pública.

De manera adicional, e independientemente de la alternativa o la combinación de alternativas que los Estados Miembros de la OEA determinen poner en ejecución, se recomienda el establecimiento de una comunidad de práctica internacional, accesible a todas las instituciones y funcionarios que hayan participado de actividades de entrenamiento y formación. 

III.
ACTIVIDADES PROPUESTAS

A fin de ofrecer alternativas de análisis que consideren elementos de costo-efectividad,  se describe un portafolio no exhaustivo de actividades tendientes a fortalecer el entrenamiento y formación de personal con responsabilidad en materia de seguridad pública en la región. 

Estas actividades incluyen capacitación académica tradicional; entrenamiento y adiestramiento combinado con capacitación conceptual y teórica; intercambio de funcionarios en distintas modalidades y ejercicios combinados, conjuntos o simultáneos que permitan establecer o perfeccionar protocolos, establecer estándares, adoptar doctrinas adecuadas a los nuevos desafíos, modalidades y tecnologías.

También se ha previsto la posibilidad de adelantar actividades de carácter sub-nacional para atender las necesidades derivadas de la descentralización de la labor policial, donde resulte pertinente. En todos los casos, las alternativas materia de análisis pretenden contribuir a la superación de asimetrías existentes.

Si bien la aproximación regional se ha privilegiado en el análisis, queda claro que la formulación y ejecución de las políticas de seguridad es de competencia exclusiva de los Estados, con fundamento en sus características específicas, su marco normativo, tradición burocrática y cultura jurídica propias.

También conviene aclarar que las alternativas evaluadas pueden ser realizadas de manera subregional, binacional o incluso nacional (por ejemplo, para atender las necesidades de capacitación y entrenamiento en los niveles sub nacionales). A continuación se presenta un resumen de las alternativas consideradas:

A. Capacitación, entrenamiento y adiestramiento

1.
Actividades de formación básicas, tácticas o procedimentales

Están orientadas a funcionarios policiales
, judiciales
 y penitenciarios
 en los niveles intermedios -desde aspirantes hasta cuadros de oficiales jefes, con responsabilidades en el nivel de ejecución y comando operacional- de las jurisdicciones locales, municipales, provinciales, estaduales, departamentales, nacionales, federales, subregionales y regionales. Cubren aspectos de formación básica teórica y conceptual, capacitación técnica, adiestramiento práctico y entrenamiento en tácticas y procedimientos. Su objetivo central es la capacitación del personal policial en acciones tácticas
 y procedimentales
 básicas
, intermedias y avanzadas. Las actividades especializadas no están consideradas en este acápite. 

Los parámetros considerados para el análisis de esta actividad comprenden el ofrecimiento de cursos de carácter teórico-práctico intensivo y demandan una duración no menor a tres meses. 

El formato específico, su ejecución en el ámbito nacional e internacional, la secuencia temporal, la distribución de los contenidos, las correlatividad y otros arreglos curriculares serán definidos por el equipo docente de cada curso.

2. Actividades de formación en el campo operacional

Esta alternativa comprende la realización de cursos, seminarios y talleres teórico-prácticos con escenificación de situaciones complejas frecuentes, destinados a personal policial, judicial y penitenciario subalterno, oficiales jefes, gerentes y oficiales o mandos superiores. Su objetivo es fortalecer la capacitación en el diseño, formulación, planificación (priorización, secuenciación de tácticas y procedimientos, análisis de alternativas y presupuestación), ejecución, evaluación y análisis de riesgo de operaciones estándar, ordinarias y extraordinarias, que se requiera para la ejecución de las estrategias de seguridad pública.

Los cursos de liderazgo táctico y operacional pretenden introducir a los funcionarios policiales, judiciales y penitenciarios de nivel intermedio en las nuevas técnicas, tecnologías, procedimientos y metodologías de trabajo en materia de policía comunitaria, de proximidad y resolución alternativa de conflictos. Se abordan aspectos de las nuevas tendencias de prevención, control, contención, represión e investigación del crimen y la violencia, las nuevas tendencias en materia de justicia restaurativa, análisis de riesgo y alternativas, procedimientos de recopilación, sistematización y uso de información y datos empíricos, entre otras. 

La alternativa contempla actividades cuya duración se define en función de su naturaleza, recomendándose dos a cuatro semanas de capacitación presencial regional, precedida de dos semanas de capacitación preparatoria (lectura de materiales, incorporación de conceptos y fundamentos preliminares) y una semana de capacitación complementaria (adaptación a la normativa nacional) en país de origen.

3. Actividades de formación en aspectos gerenciales (Gestión orientada a resultados en el sector de seguridad)

Cursos, talleres y seminarios teórico-prácticos que aporten elementos de la Nueva Gerencia Pública (NGP) y la Gestión orientada a Resultados (GpR) a los funcionarios, oficiales y personal de nivel medio y superior (uniformado y no-uniformado, de carrera y funcionarios de confianza) que asume posiciones y cargos gerenciales. 

Las actividades de capacitación en gerencia básica atienden necesidades institucionales en aspectos como la recopilación, procesamiento, análisis y sistematización de información esencial para el proceso de toma de decisiones; el uso de indicadores basados en evidencia empírica; la articulación plan–presupuesto y otros recursos de la NGP y la GpR aplicados a las políticas que atienden la seguridad; la seguridad objetiva y la subjetiva; la administración de recursos; la rendición de cuentas; la gestión de indicadores de desempeño, avance y metas.

Dadas las dificultades que los funcionarios de este nivel tienen para apartarse de sus funciones diarias, se sugiere que se minimice la porción presencial de la actividad, limitándola a tan sólo dos semanas de ejercicios de aplicación práctica, debates teórico-conceptuales e intercambio de experiencias, mejores prácticas y lecciones aprendidas. 

La fase previa se hace más relevante en este caso, pudiendo establecerse una currícula de dedicación parcial (15 horas semanales, permitiendo que el funcionarios siga vinculado a sus funciones habituales) a través de, por ejemplo, acuerdos con universidades o centros académicos, la contratación de docentes universitarios especializados en NGP y GpR para oficiar de tutores, además de algunas sesiones semanales de clases o conferencias presenciales. 

4. Actividades de formación en el ámbito estratégico
Cursos o seminarios sobre planificación estratégica; formulación y gestión de planes, programas y proyectos; establecimiento de metas y sus correspondientes indicadores; convenios y contratos de gestión; productos; presupuestación basada en resultados (budgeting for results), análisis y evaluación de riesgo estratégico; evaluación y monitoreo de la ejecución de las estrategias, planes y proyectos; gestión institucional y  relaciones interinstitucionales, destinados a funcionarios con responsabilidades y competencias estratégicas en los niveles de la alta conducción de las instituciones ejecutoras de las políticas públicas de seguridad, justicia y penitenciarias. 

La alternativa considera la necesidad de que el personal con responsabilidad de dirección y coordinación se ejercite en la labor de oficiar de interfase entre la voluntad política y la especificidad técnica de las burocracias ejecutoras buscando articular la información técnica de los funcionarios sectoriales y viabilizar las demandas formuladas políticamente.

Algunos elementos inherentes a la actividad comprenden una inmersión en los aspectos teóricos y conceptuales, así como en el análisis y ejercitación a través de la simulación de instrumentos e instancias del proceso de formulación de estrategias que materialicen las políticas públicas definidas en el Poder Ejecutivo; el conocimiento empático de experiencias de otros países de la región; el contacto personal entre decisores y funcionarios de alto nivel de diferentes países y la posibilidad de derivar conclusiones propias (no inducidas) acerca del estado del arte en países hermanos. 

Se sugiere su realización en un ámbito académico y bajo reglas de no atribuciones, de tal forma que los estrategas y funcionarios de alto nivel interactúen, intercambien experiencias e ideas, se permitan explorar nuevas soluciones y estrechen vínculos, contemplando las perspectivas, sinergias y puntos de vista concurrentes. 

5. Actividades de fortalecimiento de capacidades en el nivel político 

Cursos o seminarios sobre formulación de políticas públicas en materia de seguridad, su planificación, presupuestación, gestión de recursos y evaluación y monitoreo, destinados a funcionarios con responsabilidades y competencias en el proceso de toma de decisiones en las áreas de seguridad ciudadana, seguridad pública, prevención de la violencia, justicia y políticas penitenciarias,  especialmente autoridades políticas (tanto del poder ejecutivo como del legislativo y judicial), así como cuadros policiales, judiciales y penitenciarios próximos o vinculados al proceso de toma de decisiones en estos campos. 

Se pretende ofrecer una inmersión en los aspectos teóricos y conceptuales, acompañada del análisis y ejercitación a través de la simulación de la aplicación de instrumentos e instancias del proceso de toma de decisiones en materia de seguridad, el conocimiento empático de experiencias de otros países de la región, el contacto personal entre decisores y funcionarios de alto nivel de diferentes países y la posibilidad de derivar conclusiones propias (no inducidas) acerca del estado del arte en países hermanos. 

Tratándose de funcionarios del más alto nivel, la fase preliminar se limitará a la lectura de casos documentados a partir de los cuales se propiciarán los primeros debates. La fase presencial exigirá una dedicación exclusiva no inferior a dos semanas. Es recomendable que las actividades desarrolladas en este ámbito incluyan visitas a países en los que los participantes tendrán la oportunidad de interactuar con sus pares.

6. Actividades de especialización 

Se ha considerado una amplia gama de actividades de especialización destinadas a funcionarios de diversos niveles de las instituciones policiales, judiciales y penitenciarias, orientadas a fortalecer la capacitación y el entrenamiento teórico-práctico, incluyendo simulaciones y ejercicios en el terreno. 

Con extensiones de entre dos semanas y cuatro meses y modalidades variadas que abarcan desde las puramente regionales hasta las nacionales presenciales intensivas, se incluyen opciones de actividades escalonadas (módulos separados entre sí en el tiempo) e incluso las de dedicación parcial a distancia (on-line) y sus diferentes combinaciones..  

B. Ejercicios combinados, conjuntos o simultáneos
/
La complejidad y sofisticación de este tipo de actividades hace muy difícil establecer a priori su costeo, en especial si se toma en cuenta que los países participantes aportan los elementos, recursos y capacidades que ellos mismos acuerden, haciéndose cargo de sus costes correspondientes. 

Sin embargo, la fase previa (planificación y negociación de las características del ejercicio) y la posterior (evaluación, conclusiones y sistematización lecciones aprendidas), así como el eventual establecimiento de protocolos de procedimientos para futuras acciones derivadas del ejercicio, podrían ser facilitadas regionalmente y son cuantificables. 

C. Experiencias laborales internacionales 

Esta alternativa considera proveer un mecanismo de intercambio de experiencias, aprendizaje mutuo y especialización para el liderazgo político y funcionarios operativos y técnicos de los tres Poderes del Estado con responsabilidades en materia de seguridad pública sobre la base de una plataforma de desarrollo de capacidades fundamentada en prácticas laborales. 

A partir de tutorías (mentoring) y pasantías (internship) diseñadas a la medida de las características y necesidades del país receptor y de las capacidades y experiencias del país oferente, se propone establecer un esquema de visitas extendidas (entre uno y tres meses) conducentes al acompañamiento de procesos de desarrollo institucional y la adopción de metodologías, sistemas y prácticas que contribuyan a la superación de asimetrías con base en la experiencia práctica. 

IV. ANÁLISIS DE COSTOS 

Como se ha podido ver, el abanico de alternativas a disposición es amplio y variado buscando así contribuir a la consideración de diversas opciones por parte de los Estados Miembros de la OEA. 

A fin de facilitar el análisis de costo-efectividad, el presente documento propone la agrupación de las alternativas enunciadas según modalidades de ejecución, a saber:  a través del establecimiento de una academia regional de seguridad pública; a través del establecimiento de un programa flexible de actividades regionales, subregionales, binacionales, nacionales o sub nacionales; a través del establecimiento o la utilización de infraestructuras existentes con un alcance sub regional o a través de la conformación de un equipo multidisciplinario e itinerante de docentes, instructores y expertos que recorran las academias de la región.

Para los casos de las prácticas laborales internacionales y los ejercicios combinados, conjuntos o simultáneos, se reitera la importancia de actuar en estricto apego a la soberanía e intereses nacionales de las partes involucradas, por lo que el énfasis del desarrollo de programas de estas características se otorgaría a la labor de promoción y facilitación de arreglos entre el país oferente y el país receptor, buscando minimizar los costos de transacción.

Los costos señalados son indicativos y pueden variar en función del país y ciudad en el que se realicen las actividades la época del año y disponibilidad de infraestructura.

Sin embargo, dada su naturaleza, se da por supuesto que la realización de las actividades es factible en instalaciones (ie. salas de conferencia con su equipamiento, aulas, escenarios de prácticas, traslados locales) académicas u operacionales de las instituciones correspondientes que aporte el país oferente. 

Para las actividades que impliquen la asistencia numerosa de personal hasta del nivel intermedio, se da por supuesto que éste, así como el personal docente (instructores y profesores), podrá ser alojado y recibir alimentación en los días hábiles que abarca la referida actividad, en dependencias de instituciones de formación y capacitación policial o penitenciario del país oferente, el cual asumirá esos costos.

No se incluyen los costes de las actividades preparatorias y complementarias que se realicen en el país de origen, por el supuesto de que se llevarán a cabo en instalaciones de los centros de capacitación existentes.

En los cuadros anexos, se presenta el resumen de costos correspondientes a tres de las alternativas sugeridas en el presente capítulo: 

· El establecimiento de una academia regional de seguridad a partir de la infraestructura física ofrecida por un país anfitrión, que albergará el desarrollo de un conjunto de actividades como las descritas arriba, siguiendo estándares acordados regionalmente. 

· Programa flexible de actividades de entrenamiento y formación con un alcance regional, subregional, binacional, nacional o sub nacional, apoyado en el uso de la infraestructura física ofrecida por el país anfitrión.

· Programa de experiencias laborales internacionales, mediante el desarrollo de actividades de intercambio entre dos o más países, a partir de las cuales se compartan y transfieran conocimientos conducentes al fortalecimiento institucional mediante la adopción de procesos, metodologías y sistemas de gestión. 
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�.	Se define como personal policial a los funcionarios de las instituciones del orden publico y de imposición del cumplimiento de la ley y de las ordenes emanadas del poder judicial: policías locales, municipales, comunitarios, de proximidad, provinciales, federales, nacionales, preventivos, judiciales, de investigaciones, viales, ferroviarios, militares, civiles, portuarios, aeroportuarios, guarda fronteras, guardacostas, guardaparques, inteligencia criminal, inteligencia financiera, aduanas, migraciones, laborales, etc.


�	Se define como funcionarios judiciales a aquellos que, en el cumplimiento de las normativas vigentes y aseguren el debido proceso de justicia o de las órdenes emanadas de las autoridades judiciales del país, requieran de una formación o entrenamiento especializado. Esto incluye -entre otros- a funcionarios de fiscalías, peritos forenses, policía científica, mediadores, investigadores judiciales, fiscales, aduaneros, inteligencia financiera, etc. 


�.	Se entiende por personal penitenciario a aquel personal encargado de la guarda, custodia y rehabilitación y resocialización de las personas privadas de libertad en el marco de un  proceso judicial. Incluye a funcionarios relacionados al monitoreo de personas en situación de libertad condicional, cuasi libertad (monitoreo electrónico, con orden de reportar periódicamente a las autoridades) o libertad reciente (sistemas de monitoreo y apoyo de ex penados en etapas de readaptación y reinserción social) y del monitoreo de la ejecución de penas alternativas, así como a los responsables de programas de protección de testigos, etc. 


�.	Por actividades de capacitación táctica entendemos a las que provean acciones específicas (incluyendo su orden secuencial) que un funcionario debe realizar en un terreno, tiempo y circunstancias determinadas para alcanzar con éxito un cometido u objetivo estipulado en una operación regular o extraordinaria en el marco de una estrategia predefinida, atendiendo el marco legal y regulatorio apropiado las garantías de los derechos constitucionales, civiles y humanos de los actores involucrados.


�.	Por procedimental, entendemos las acciones específicas, su secuencia, previsiones y provisiones del caso, que un funcionario deber realizar dando cumplimiento a las directivas y el orden normativo vigente asegurando el estricto cumplimiento de las leyes que permitan el debido proceso administrativo y judicial correspondiente.


�.	Entendemos por básica a la formación de personas no pertenecientes o recientemente incorporadas a la institución correspondiente. 


�.	Se entiende por combinada a una acción realizada por dos agencias similares o paralelas de dos países (fiscalías generales de dos países) o jurisdicciones (secretarias de salud de dos estados subnacionales federales) diferentes. Por conjunta - a la realizada por diferentes agencias de un mismo estado o jurisdicción (policía y aduanas). Las conjuntas y combinadas suponen un mando común; además, pueden ser al mismo tiempo conjuntas y combinadas (migraciones de un país con inteligencia financiera de otro). Por simultánea se entiende a las acciones que bajo mandos diferentes pero con un mismo objetivo y al mismo tiempo dos agencias de países diferentes (operativos para detectar autos robados). 





